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San Luis Potosí, San Luis Potosí, a 10 diez de febrero de 2022 dos mil veintidós. 

V i s t o, para resolver el toca 132/2021, relativo al recurso de queja interpuesto, por ELIMINADO en contra del auto de catorce de julio de dos mil veintiuno, dictado por el Juez Primero Civil de Ciudad Valles, S.L.P., dentro del expediente  ELIMINADO, relativo al juicio ordinario civil reivindicatorio, promovido por ELIMINADO en contra de Sucesión Testamentaria a bienes de ELIMINADO por conducto de su albacea testamentario ELIMINADO y  ELIMINADO y/o  ELIMINADO Registrador del Sexto Distrito Judicial del Instituto Registral y Catastral y Jefe de la Oficina de Catastro; y,

R e s u l t a n d o:

Primero. - Substanciación del recurso de queja.

Mediante escrito recibido el dos de agosto de dos mil veintiuno, ante la Secretaría General de Acuerdos del Supremo Tribunal de Justicia en el Estado, ELIMINADO interpuso recurso de queja, en contra del auto pronunciado el catorce de julio del año próximo pasado, que negó la admisión de recurso de apelación que planteaba; y se ordenó formar el toca y requerir al interesado para que especificara número y tipo de juicio en el que se emitió la actuación recurrida, y, se registró en el libro de gobierno correspondiente; mediante auto de 18 dieciocho de agosto de 2021 dos mil veintiuno, se tuvo al interesado por dando cumplimiento al requerimiento, reservándose la admisión del recurso hasta en tanto obrara el informe justificado. 

Por auto de veinte de octubre del mismo año, se recibió oficio número SC-II-1057/2021, del Juez Primero Civil en Ciudad Valles, S.L.P., en el cual rindió su informe respectivo, y al cual adjuntó el testimonio de las constancias deducidas del expediente  ELIMINADO; por tanto, se tuvo al inconforme por interponiendo el recurso de queja en tiempo y forma, admitiéndose a trámite por cuanto ha lugar a derecho; por otro lado, se tuvo únicamente a  ELIMINADO, en su carácter de representante legal de la sucesión testamentaria a bienes de  ELIMINADO, por evacuando en tiempo y forma la vista que le mandó dar el juez del conocimiento en relación a la interposición del presente recurso de queja; y finalmente, se citó para resolver, para lo cual se remitió a la Magistrada en turno, para formular el proyecto de resolución;


C o n s i d e r a n d o:
Primero. - Competencia. 
El Pleno de este Tribunal de Justicia es competente para conocer del presente recurso de queja, con fundamento en lo dispuesto por los artículos 11, y 14, fracción XIV, de la Ley Orgánica del Poder Judicial del Estado en relación con el último párrafo del artículo 973, del Código de Procedimientos Civiles para el Estado de San Luis Potosí, en vigor; toda vez que el auto que se combate fue pronunciado por un juez civil de primer grado, en el interior del territorio dentro del cual, este órgano ejerce su jurisdicción.
Segundo. - Admisibilidad del recurso de queja. 
La admisión y substanciación del recurso de queja interpuesto, se encuentra apegada a lo establecido por los preceptos 971 y 973, del Código de Procedimientos Civiles y 17, fracción VIII, de la Ley Orgánica del Poder Judicial del Estado, toda vez que se advierte que en el auto que se combate, el juez de origen negó la admisión de un recurso de apelación que planteaba el ahora quejoso, por lo que se actualiza la hipótesis comprendida en la fracción III, del artículo 971 del código adjetivo civil.
Tercero. - Temporalidad del recurso.

El recurso de queja formulado por ELIMINADO fue interpuesto dentro del plazo legal de tres días a que se refiere el artículo 973 del Código de Procedimientos Civiles del Estado, dado que el auto recurrido, de fecha catorce de julio de dos mil veintiuno, fue notificado a las partes por medio de lista publicada en los estrados del juzgado de origen, el día quince del mismo mes y año, por lo que, el término para interponer el recurso de queja que nos ocupa, inició el día dos y feneció el cuatro, ambos del mes de agosto de dos mil veintiuno; siendo que el escrito de interposición de la queja fue presentado el día dos de agosto de la citada anualidad, de ahí que fue planteado dentro del término legal establecido.
Cuarto. - Proveído impugnado.

El auto materia del recurso de queja planteado dispone lo siguiente: 

“Ciudad Valles, Estado de San Luis Potosí, a 14 catorce de julio de 2021 dos mil veintiuno. 

Téngase por recibido un escrito signado por los Licenciados ELIMINADO y ELIMINADO recepcionado el día 13 trece de julio del presente año. 

Visto el contenido del ocurso de cuenta, en cuanto a ELIMINADO dígasele al promovente que no ha lugar a acordar de conformidad su petición, en atención a lo proveído en los autos de fecha 23 veintitrés de junio y 07 siete de julio de 2021 dos mil veintiuno. 

Por lo que hace a  ELIMINADO dígasele al compareciente que de conformidad con el ordinal 70 de la Ley Adjetiva Civil vigente en la Entidad, se desecha de plano el recurso de apelación que hace valer en contra del proveído de fecha 07 siete de julio de 2021 dos mil veintiuno, por su notoria improcedencia, en razón de que dicho auto no es recurrible en apelación, en virtud de que no se encuentra dentro de alguno de los supuestos que prevé el artículo 946 de la Ley Adjetiva Civil vigente en la Entidad.

Notifíquese…”
Quinto. - Agravios formulados.

 El recurrente ELIMINADO formuló su recurso en contra del auto combatido, y expresó los siguientes motivos de inconformidad: 
“…Las demás resoluciones sólo son apelables cuando decidan un incidente y cuando esta ley lo disponga, si además lo fuere lo (sic) sentencia definitiva del asunto en que dicten la apelación será admisible solo en efecto devolutivo salvo los casos que este código exceptúe, en virtud de lo anterior, es claro que el auto que recurrí no está contemplado dentro de esa hipótesis, en primer lugar, porque combato un acuerdo o auto, y no en una resolución de un incidente, una resolución., ni mucho menos una sentencia, y por otra parte al combatir ese auto, es en razón que el mismo auto tiene relación directa e inmediata y trascenderá al fallo o sentencia definitiva que se dicte en su oportunidad”. 

Que el presente recurso de queja se interpone toda vez que contrario a lo que establece el artículo 946 del Procedimiento Civil del Estado en que funda su acuerdo diciendo:

“QUE DICHO ARTÍCULO ESTABLECE QUE LAS DEMÁS RESOLUCIONES SOLO SON APELABLES CUANDO DECIDAN UN INCIDENTE Y CUANDO LA LEY LO DISPONGA, SI ADEMÁS LO FUEREN LA SENTENCIA DEFINITIVA DEL ASUNTO EN QUE DICTEN LA APELACIÓN SERÁ ADMISIBLE SOLO EN EFECTO DEVOLUTIVO SALVO LOS CASOS QUE ESTE CÓDIGO EXCEPTÚE. 

Es claro de lo anterior que el auto que recurrí no está contemplado dentro de esa hipótesis, en primer lugar porque combato un acuerdo o un auto y no una resolución de un incidente ni tampoco una sentencia definitiva, por otra parte al combatir el auto que refiero es en razón de que el mismo tiene relación directa e inmediata y trascenderá al fallo o sentencia definitiva que se dicte en su oportunidad. 

Esto es el que al negarme dicha autoridad mandar citar a los señores  ELIMINADO y ELIMINADO para que comparezcan a la audiencia y desahogo de la prueba de inspección judicial que tengo ofrecida en los autos del juicio reivindicatorio ELIMINADO, que me hayo promoviendo en contra de  ELIMINADO y de la Sucesión Testamentaria a bienes de ELIMINADO, argumentando que tengo expedito mi derecho para presentar como testigos de identidad a tales personas al desahogo de la prueba de inspección judicial que tengo ofertada oportunamente, resulta que el suscrito no conozco a tales personas por lo que solicite de dicho juez que con fundamento en el artículo 71 del Procedimiento Civil del Estado, él tiene el deber legal de mandar citar por los conductos debidos a tales personas que son mis colindantes del predio que reivindico, por ser esta autoridad quien cuenta con los medios legales para hacer cumplir su determinación como lo es mandar citar legalmente a mis colindantes para que concurran al desahogo de dicha inspección como testigos de identidad por ser ellos mis colindantes naturales como se acredita de mi escritura de propiedad que obra en el juicio Reivindicatorio siendo claro que al negarse admitir mi recurso de apelación en el que pretendo combatir su negativa resulta carente de legalidad su negativa por la razón de que el acuerdo que combato no es derivado de una interlocutoria o de una sentencia definitiva por lo cual es procedente este recurso de queja toda vez que el juez al fundar su negativa en el artículo 946 invocado del procedimiento civil me causa el agravio que aquí planteo, ya que a la luz de dicho articulado resulta evidente que con su negativa trascenderá al resultado de la sentencia que se dicte en definitiva en el juicio reivindicatorio que promuevo ante aquel juez…”. 

Sexto. - Informe del Juez del conocimiento.

Con motivo de los agravios formulados, y en cumplimiento a lo dispuesto por el artículo 973 del Código de Procedimientos Civiles del Estado, el Juez Primero Civil de Ciudad Valles, S.L.P., remitió el testimonio de las actuaciones correspondientes, y rindió su informe con justificación mediante oficio número SC-II-1057/2021:
“…Que efectivamente dentro de los autos del expediente mencionado en supralíneas, este Tribunal con fecha 14 catorce de julio de 2021 dos mil veintiuno, dictó el proveído del que se duele el quejoso, por el cual se desechó de plano el recurso de apelación interpuesto por los Licenciados ELIMINADO y ELIMINADO en contra del auto de fecha 07 siete de julio de 2021 dos mil veintiuno, en el entendido de que dicho proveído se encuentra legalmente fundado y motivado conforme lo ahí determinado…”. 
Séptimo. - Síntesis del asunto.

A fin de alcanzar mayor comprensión, se relatan los antecedentes que conforman el presente asunto, de la siguiente manera:

1.- Con fecha dieciocho de noviembre de dos mil veinte, compareció ELIMINADO a demandar en la vía ordinaria civil, acción Reivindicatoria, en contra de ELIMINADO y ELIMINADO y/o ELIMINADO Registrador del Sexto Distrito Judicial del Instituto Registral y Catastral y Jefe de la Oficina de Catastro Municipal; demanda que fue admitida a trámite el diecinueve del mismo mes y año; ordenándose emplazar y correr traslado de la demanda a los demandados para que produjeran su contestación. 
2.- Con fecha cuatro de mayo del dos mil veintiuno, se tuvo a la parte accionante por exhibiendo copia certificada del acta de defunción del diverso demandado ELIMINADO por lo que se tuvo a la parte actora por demandado a la Sucesión Testamentaria a bienes de ELIMINADO por conducto de su albacea testamentario ELIMINADO. 
3.- Llevados a cabo los emplazamientos respectivos, y habiendo acudido a juicio en tiempo y forma todos los demandados, a excepción del Director de Catastro Municipal, por auto dictado el diez de junio del dos mil veintiuno, se abrió el periodo de ofrecimiento de pruebas, por el término de diez días comunes y fatales para ambas partes. 

4.- El veintitrés de junio de dos mil veintiuno, se tuvo a la parte actora por ofertando los medios de convicción que a su parte corresponden. Por otro lado, en cuanto a los escritos presentados por ELIMINADO se le dijo que no había lugar a acordar de conformidad con su petición, debiendo estarse atento al auto de admisión de demanda, tomando en consideración que, en la fecha de presentación de demanda, no contaba con su cédula profesional registrada ante el Tribunal, por ende, no se encuentra facultado para realizar el trámite peticionado.  
5.- Por acuerdo de veintinueve de junio de dos mil veintiuno, se tuvo a los colitigantes ELIMINADO y ELIMINADO por ofertando las pruebas de su intención.
6.- Mediante ocursos signados, uno por  ELIMINADO, y otro además del antes citado por ELIMINADO, comparecieron el seis de julio del dos mil veintiuno, ante el juez de la causa. El primero, solicitó se decretara el término de 30 treinta días para el desahogo de pruebas; adjuntó sobres cerrados que dice contienen pliego de posiciones y designó perito en materia de medición de superficies, y topografía; por su parte, en el segundo de los escritos, los comparecientes, solicitaron que en relación a la prueba de inspección judicial ofrecida en juicio, se mandara citar al desahogo de la prueba para que intervengan y justifiquen su carácter de propietarios y colindantes, a los testigos de identidad de los cuales proporcionó su nombre y domicilio.
A los anteriores escritos, recayó el auto de fecha siete de julio del año dos mil veintiuno, en el que en primer término, se le dijo nuevamente a ELIMINADO, que no había lugar a acordar de conformidad con lo que peticionaba, remitiéndole al contenido del auto de fecha veintitrés de junio del mismo año, empero, se ordenó guardar en el secreto del juzgado los sobres cerrados que se acompañaron; y en segundo término, en relación a lo solicitado por ELIMINADO, se le contestó que era improcedente proveer de conformidad, en razón de que su pedimento resultaba extemporáneo, no obstante se le señaló al abogado autorizado de la parte actora, que los testigos de identidad, tienen expedito su derecho para apersonarse el día y hora de la diligencia.
7.- Proveído anterior en contra del cual, ELIMINADO y ELIMINADO, interpusieron recurso de apelación, expresando los agravios respectivos.
8.- Al respecto, mediante acuerdo de catorce de julio de ese mismo año, en cuanto al primero de los comparecientes mencionados, el juez determinó que no había lugar a acordar de conformidad con su petición, en atención a lo proveído en los autos de fechas veintitrés de junio y siete de julio del dos mil veintiuno; y por lo que hacía a  ELIMINADO, desechó de plano el recurso de apelación hecho valer, bajo el argumento de ser notoriamente improcedente, en razón de que dicho auto no es recurrible en apelación, al no encontrarse dentro de alguno de los supuestos que prevé el artículo 946 de la Ley Adjetiva Civil vigente en la Entidad; siendo esta determinación, el motivo de impugnación en la presente queja. 

En esencia, y en lo atinente al recurso de queja aquí planteado, el quejoso asegura que el auto que combate que contiene la negativa del juez, de mandar citar a los testigos de identidad para que comparezcan al desahogo de la prueba de inspección judicial ofrecida, carece de sustento legal, y es contrario a lo dispuesto por el artículo 946 del Código de Procedimientos Civiles, pues asegura que combate un auto, y no una resolución de algún incidente, ni tampoco la sentencia definitiva, y que el auto que impugna tiene relación directa e inmediata y trascenderá al sentido del fallo o la sentencia que se dicte en el asunto.
Son infundados los anteriores motivos de agravio, por las consideraciones y fundamentos legales que se exponen a continuación.
En primer término, resulta importante destacar el contenido del artículo 14
 Constitucional, que establece el derecho al debido proceso, por el que previamente al acto privativo, se requiere de un juicio seguido ante tribunales previamente establecidos y leyes expedidas con anterioridad al hecho, en el que se observen las formalidades esenciales del procedimiento.

Dentro de las garantías del debido proceso existe un "núcleo duro", que debe observarse inexcusablemente en todo procedimiento jurisdiccional, y otro de garantías que son aplicables en los procesos que impliquen un ejercicio de la potestad del Estado. Así, en cuanto al "núcleo duro", las garantías del debido proceso que aplican a cualquier procedimiento de naturaleza jurisdiccional son las que la Suprema Corte de Justicia de la Nación ha identificado como formalidades esenciales del procedimiento, que se integra como mínimo, de la notificación del procedimiento, el derecho a probar y alegar, así como el de obtener una resolución que dirima la cuestión planteada; todo ello, en un plano de igualdad y reconocimiento de la situación de desventaja en que podría encontrarse alguna de las partes, atento a la jurisprudencia de la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, de rubro y contenido siguiente:

 “DERECHO AL DEBIDO PROCESO. SU CONTENIDO. Dentro de las garantías del debido proceso existe un "núcleo duro", que debe observarse inexcusablemente en todo procedimiento jurisdiccional, y otro de garantías que son aplicables en los procesos que impliquen un ejercicio de la potestad punitiva del Estado. Así, en cuanto al "núcleo duro", las garantías del debido proceso que aplican a cualquier procedimiento de naturaleza jurisdiccional son las que esta Suprema Corte de Justicia de la Nación ha identificado como formalidades esenciales del procedimiento, cuyo conjunto integra la "garantía de audiencia", las cuales permiten que los gobernados ejerzan sus defensas antes de que las autoridades modifiquen su esfera jurídica definitivamente. Al respecto, el Tribunal en Pleno de esta Suprema Corte de Justicia de la Nación, en la jurisprudencia P./J. 47/95, publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo II, diciembre de 1995, página 133, de rubro: "FORMALIDADES ESENCIALES DEL PROCEDIMIENTO. SON LAS QUE GARANTIZAN UNA ADECUADA Y OPORTUNA DEFENSA PREVIA AL ACTO PRIVATIVO.", sostuvo que las formalidades esenciales del procedimiento son: (i) la notificación del inicio del procedimiento; (ii) la oportunidad de ofrecer y desahogar las pruebas en que se finque la defensa; (iii) la oportunidad de alegar; y, (iv) una resolución que dirima las cuestiones debatidas y cuya impugnación ha sido considerada por esta Primera Sala como parte de esta formalidad. Ahora bien, el otro núcleo es identificado comúnmente con el elenco de garantías mínimo que debe tener toda persona cuya esfera jurídica pretenda modificarse mediante la actividad punitiva del Estado, como ocurre, por ejemplo, con el derecho penal, migratorio, fiscal o administrativo, en donde se exigirá que se hagan compatibles las garantías con la materia específica del asunto. Por tanto, dentro de esta categoría de garantías del debido proceso, se identifican dos especies: la primera, que corresponde a todas las personas independientemente de su condición, nacionalidad, género, edad, etcétera, dentro de las que están, por ejemplo, el derecho a contar con un abogado, a no declarar contra sí mismo o a conocer la causa del procedimiento sancionatorio; y la segunda, que es la combinación del elenco mínimo de garantías con el derecho de igualdad ante la ley, y que protege a aquellas personas que pueden encontrarse en una situación de desventaja frente al ordenamiento jurídico, por pertenecer a algún grupo vulnerable, por ejemplo, el derecho a la notificación y asistencia consular, el derecho a contar con un traductor o intérprete, el derecho de las niñas y los niños a que su detención sea notificada a quienes ejerzan su patria potestad y tutela, entre otras de igual naturaleza.
”.
Del mismo modo, resulta aplicable invocar la diversa tesis publicada en la Décima Época, del Semanario Judicial de la Federación, que dice:

“DERECHO HUMANO AL DEBIDO PROCESO. ELEMENTOS QUE LO INTEGRAN. El artículo 14, párrafo segundo, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, reconoce el derecho humano al debido proceso al establecer que nadie podrá ser privado de la libertad o de sus propiedades, posesiones o derechos, sino mediante juicio seguido ante los tribunales previamente establecidos, en el que se cumplan las formalidades esenciales del procedimiento y conforme a las leyes expedidas con anterioridad al hecho. Ahora bien, este derecho ha sido un elemento de interpretación constante y progresiva en la jurisprudencia de esta Suprema Corte de Justicia de la Nación, del que cabe realizar un recuento de sus elementos integrantes hasta la actualidad en dos vertientes: 1) la referida a las formalidades esenciales del procedimiento, la que a su vez, puede observarse a partir de dos perspectivas, esto es: a) desde quien es sujeto pasivo en el procedimiento y puede sufrir un acto privativo, en cuyo caso adquieren valor aplicativo las citadas formalidades referidas a la notificación del inicio del procedimiento y de sus consecuencias, el derecho a alegar y a ofrecer pruebas, así como la emisión de una resolución que dirima las cuestiones debatidas y, b) desde quien insta la función jurisdiccional para reivindicar un derecho como sujeto activo, desde la cual se protege que las partes tengan una posibilidad efectiva e igual de defender sus puntos de vista y ofrecer pruebas en apoyo de sus pretensiones, dimensión ligada estrechamente con el derecho de acceso a la justicia; y, 2) por la que se enlistan determinados bienes sustantivos constitucionalmente protegidos, mediante las formalidades esenciales del procedimiento, como son: la libertad, las propiedades, y las posesiones o los derechos. De ahí que previo a evaluar si existe una vulneración al derecho al debido proceso, es necesario identificar la modalidad en la que se ubica el reclamo respectivo
”.

Ahora bien, dentro de las formalidades legales que rigen el asunto, el artículo 70 del Código de Procedimientos Civiles del Estado, dispone lo siguiente:

“Artículo 70.- Los tribunales no admitirán nunca promociones de incidentes o recursos notoriamente frívolos o improcedentes; los desecharán de plano, sin necesidad de substanciación alguna; y, en su caso, consignarán el hecho al Ministerio Público para lo que fuere procedente. 

Los incidentes ajenos al negocio principal deberán ser repelidos de oficio por los jueces”.
El numeral anterior, faculta a los juzgadores a desechar de plano los incidentes, promociones e incluso, los recursos, por notoriamente frívolos o improcedentes, sin necesidad de que sean substanciados en modo alguno, lo que responde a la finalidad del legislador de observar el principio de inmediatez procesal, a efecto de evitar la prolongación innecesaria de los procedimientos.

Así, examinadas las constancias que fueron exhibidas adjuntas al informe rendido por el Titular del Juzgado Primero Civil de ciudad Valles, se observa que, ciertamente, con fecha 14 catorce de julio del año dos mil veintiuno, se recibieron escritos signados por los Licenciados ELIMINADO, y en cuanto a los signados por el primero de ellos, el juez dijo que no había lugar a acordar su planteamiento, y lo remitió a diversos proveídos de veintitrés de junio y siete de julio del mismo año; por lo que hizo a ELIMINADO le desechó de plano el recurso interpuesto por su notoria improcedencia, al no ser recurrible en apelación, por no encuadrar en alguno de los supuestos del artículo 946 del Código de Procedimientos Civiles; siendo precisamente, contra ese desechamiento de apelación, que acude ahora a plantear la presente queja.
Este Tribunal, actuando en Pleno, considera acertada la determinación judicial de no admitir el recurso de apelación interpuesto, ante su notoria improcedencia, pues de una interpretación conjunta a los artículos 945
 y 946
, del Código de Procedimientos Civiles vigente, se aprecia que, nuestra legislación procesal sigue un sistema casuístico de exclusión, para determinar la procedencia de los recursos, es decir, que está contemplado cada supuesto jurídico que puede ser controvertido bajo ese medio de impugnación. 

Al respecto, se invoca el criterio publicado en la Novena Época del Semanario Judicial de la Federación, que dice:  

“APELACION EN MATERIA CIVIL. SU PROCEDENCIA ES DE NATURALEZA CASUISTICA (LEGISLACION DEL ESTADO DE MEXICO). Del artículo 432 del Código de Procedimientos Civiles del Estado de México, se advierte que necesariamente deben estar previstos en la legislación los casos en que son apelables las sentencias interlocutorias y los autos, precisión que evidencia el sistema legal récord del recurso de apelación, el cual queda dentro de la regla genérica, que establece la procedencia de alguno de los recursos o medios de defensa que fija el Código contra todo acto de procedimiento susceptible de producir un perjuicio a las partes; ejemplo de ello, lo es la norma contenida en el artículo 419 de la legislación en cita. De esa manera, es claro que la sistemática legal aludida, tratándose del recurso de apelación, necesariamente tiene que ser casuística, pues sólo cuando el Código lo dispone puede impugnarse en apelación una interlocutoria o auto, si además, lo fuere la sentencia definitiva en términos de lo previsto por el citado artículo 432.
”

En efecto, se advierte que necesariamente deben estar previstos en la legislación los casos en que son apelables las sentencias definitivas, así como las interlocutorias y los autos, y solo cuando la ley disponga que una determinación judicial es recurrible mediante ese medio de defensa, podrá ser admitido a trámite dentro del procedimiento de que se trate.
En ese sentido, el código adjetivo civil no comprende el supuesto de recurribilidad, del auto que niega mandar citar a los testigos de identidad al desahogo de la prueba de inspección.
Por su parte, el artículo 946
 del Código de Procedimientos Civiles, dispone los supuestos genéricos de impugnación mediante recurso de apelación, y dispone que sólo serán apelables las resoluciones que el propio código señale, -sistema casuístico-, y aquéllas que decidan un incidente, hipótesis que no se actualizan en el presente asunto; entendiéndose por resoluciones, también los autos que sean emitidos durante la substanciación del procedimiento, y no solamente las sentencias que decidan un incidente o que resuelvan el juicio de fondo, como equivocadamente lo afirma el recurrente en queja, debiendo atender al contenido del artículo 78 del código procesal que informa:
“Artículo 78.- Las resoluciones son: 

I.- Simples determinaciones de trámite y entonces se llamarán decretos; 

II.- Decisiones sobre materia que no sea de puro trámite, y entonces se llamarán autos, debiendo contener los fundamentos legales en que se apoyen;
III.- Sentencias definitivas o interlocutorias, según que decidan el negocio principal o que decidan un incidente, un artículo sobre excepciones dilatorias o una competencia. 

Todas las resoluciones pronunciadas por los jueces y magistrados serán autorizadas con su firma entera y la de los secretarios”.
Por tanto, el auto que pretende combatir la parte accionante dentro del juicio, representa una resolución [auto] contra el cual, no procede el recurso de apelación, al no existir disposición expresa que así lo establezca, sino que, la determinación judicial debió ser combatida, en todo caso, mediante diverso medio de defensa.

Por ende, se insiste, en el acuerdo que pretendía combatir mediante recurso de apelación que aquí se examina, el juez de primer grado, le dijo al promovente que su petición de ofrecer y citar testigos de asistencia para el desahogo de la prueba de inspección ofertada en el juicio, se encontraba extemporánea, atendiendo al estado que guardan los autos, determinación en contra de la cual, no procede el medio de impugnación que planteaba, se reitera, al no existir dispositivo normativo específico, que así lo regule; esto es, que con independencia, como se dijo, de lo adecuado o incorrecto que esa consideración resulte, lo relevante es que esa determinación judicial no resulta combatible mediante el recurso de apelación planteado, por no existir dispositivo legal que así lo establezca, de ahí lo infundado de sus agravios; y, en ese sentido, debe sostenerse la negativa a admitir tal medio de impugnación.
Consecuentemente, con fundamento en el artículo 974 TER, del Código de Procedimientos Civiles, los agravios expresados por ELIMINADO resultan infundados en consecuencia, SE CONFIRMA el auto de catorce de julio de dos mil veintiuno, que negó la admisión del recurso de apelación, dictado por el Juez Primero Civil de Ciudad Valles, S.L.P., dentro del expediente ELIMINADO, relativo al juicio ordinario civil reivindicatorio, promovido por  ELIMINADO en contra de Sucesión Testamentaria a bienes de  ELIMINADO por conducto de su albacea testamentario  ELIMINADO y  ELIMINADO y/o  ELIMINADO Registrador del Sexto Distrito Judicial del Instituto Registral y Catastral y Jefe de la Oficina de Catastro.
Octavo. Se ordena remitir copia certificada de la presente resolución al Juez Primero Civil de Ciudad Valles, S.L.P., que actualmente substancia el procedimiento, para los fines legales consiguientes y, oportunamente, archívese el toca como asunto concluido.
Noveno. Por último, no se advierten datos objetivos que demuestren que el recurrente actuó indebidamente, con la finalidad de entorpecer el trámite del procedimiento, ni que se haya conducido con dolo o mala fe, sino que únicamente se atendieron aspectos jurídicos invocados por el quejoso, por lo que, no se impone la multa a que se refiere el artículo 975, del Código de Procedimientos Civiles. 

Décimo. En términos de lo dispuesto en el artículo 73, fracción II, de la Ley General de Transparencia y Acceso a la Información Pública, en relación con el diverso 87, fracción III, de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí, hágase del conocimiento de las partes, que las sentencias definitivas, interlocutorias y cumplimiento de ejecutorias de amparo, en su caso, que se dicten en el presente asunto estarán a disposición del público para su consulta, a través de la difusión en la plataforma electrónica a que se refiere el numeral 49 de la Ley General de Transparencia y Acceso a la Información Pública; además, para que pueda permitirse el acceso a la información confidencial, sensible y a los datos personales que hagan una persona física identificada o identificable, se requiere del consentimiento de la parte que acredite ser titular de la información, lo anterior sin perjuicio de la protección que por mandato constitucional se realice de oficio. Asimismo, con fundamento en lo establecido en los artículos 82 del Código Nacional de Procedimientos Penales, 1068 del Código de Comercio y 121 del Código de Procedimientos Civiles para el Estado de San Luis Potosí, se publicarán el nombre y apellidos completos de los interesados en los asuntos jurisdiccionales que se mandan notificar por edictos, estrados, listas, así como en la página de internet del Poder Judicial del Estado de San Luis Potosí. 
Por lo expuesto y fundado, con sustento además en los artículos 81, 83, 936, y demás relativos del Código de Procedimientos Civiles, se resuelve: 


PRIMERO.- El Pleno de este Supremo Tribunal de Justicia del Estado, es competente para conocer del presente Recurso de Queja, y el trámite dado al mismo se encuentra ajustado a derecho.

SEGUNDO.- Los agravios expresados por el quejoso  ELIMINADO  resultaron infundados.
TERCERO.- En consecuencia, SE CONFIRMA el auto de catorce de julio de dos mil veintiuno, que negó la admisión del recurso de apelación, dictado por el Juez Primero Civil de Ciudad Valles, S.L.P., dentro del expediente  ELIMINADO, relativo al juicio ordinario civil reivindicatorio, promovido por ELIMINADO en contra de Sucesión Testamentaria a bienes de ELIMINADO por conducto de su albacea testamentario ELIMINADO y  ELIMINADO y/o  ELIMINADO, Registrador del Sexto Distrito Judicial del Instituto Registral y Catastral y Jefe de la Oficina de Catastro.

CUARTO.- No se impone multa a que se refiere el artículo 975, del Código de Procedimientos Civiles, por lo motivos señalados en el considerando respectivo. 

QUINTO. - Publíquese el fallo con inclusión de los datos personales de los litigantes y la protección oficiosa que corresponda.
SEXTO.- Envíese copia certificada de la presente resolución al Juez Primero Civil de Ciudad Valles, S.L.P., que actualmente substancia el procedimiento, para los fines legales consiguientes y, oportunamente, archívese el toca como asunto concluido.
SÉPTIMO. - Notifíquese personalmente, comuníquese y cúmplase.
A S I, por unanimidad de votos, lo resolvieron y firman los señores Magistrados Olga Regina García López, Ma. Guadalupe Orozco Santiago, José Armando Martínez Vázquez,  Carlos Alejandro Robledo Zapata, Luz María Enriqueta Cabrero Romero, Rebeca Anastacia Medina García, Juan Paulo Almazán Cue, María Manuela García Cázares, María América Onofre Díaz, Armando Rafael Oviedo Abrego, Silvia Torres Sánchez, Alma Delia González Centeno, Jesús María Ponce de León Montes, Adriana Monter Guerrero, Alejandro Hernández Castillo y Graciela Treviño Rodríguez, quienes integran el Pleno del Supremo Tribunal de Justicia del Estado, siendo ponente la Magistrada María Manuela García Cázares, quienes actúan con Secretaria General de Acuerdos, Licenciada Ma. del Rosario Torres Mancilla, que autoriza y da fe.  
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� Artículo 14.- A ninguna ley se dará efecto retroactivo en perjuicio de persona alguna. 


Nadie podrá ser privado de la libertad o de sus propiedades, posesiones o derechos, sino mediante juicio seguido ante los tribunales previamente establecidos, en el que se cumplan las formalidades esenciales del procedimiento y conforma las Leyes expedidas con anterioridad al hecho.


En los juicios del orden criminal queda prohibido imponer, por simple analogía, y aún por mayoría de razón, pena alguna que no esté decretada por una ley exactamente aplicable al delito de que se trata. 


En los juicios del orden civil, la sentencia definitiva deberá ser conforme a la letra o a la interpretación jurídica de la ley, y a falta de ésta se fundará en los principios generales del derecho.


� Tesis: 1a./J. 11/2014 (10a.), Semanario Judicial de la Federación. Libro 3, Febrero de 2014, Tomo I, Décima Época, p: 396, Registro digital: 2005716.


� Tesis: 1a. IV/2014 (10a.), Semanario Judicial de la Federación. Libro 2, Enero de 2014, Tomo II, Décima Época, p: 1112, Registro digital: 2005401.


� Artículo 945.- Las sentencias definitivas en negocios cuyo interés sea de quinientos pesos o más, o no sea susceptible de valorarse en dinero, serán apelables en ambos efectos, salvo en los casos expresamente exceptuados.


� Artículo 946.- Las demás resoluciones sólo son apelables cuando decidan un incidente y cuando esta Ley lo disponga, si además lo fuere la sentencia definitiva del juicio en que se dicten. La apelación será admisible sólo en el efecto devolutivo, salvo los casos que este Código exceptúe.


� Tesis: II.1o.C.T.114 C, Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo IV, Diciembre de 1996, p: 364, Registro: 199850.


� Artículo 946.- Las demás resoluciones sólo son apelables cuando decidan un incidente y cuando esta Ley lo disponga, si además lo fuere la sentencia definitiva del juicio en que se dicten. La apelación será admisible sólo en el efecto devolutivo, salvo los casos que este Código exceptúe.
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